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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 
Candelaria Rosa y el Juez Pagán Ocasio1  

 
Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a  23  de enero de 2020. 

Comparece el señor Gerardo González González (apelante o 

señor González González) y nos solicita que revoquemos la Sentencia 

emitida el 12 de septiembre de 2018 por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Lares (TPI). Mediante el referido dictamen, el TPI 

declaró Ha Lugar la causa de acción de cobro de dinero y ejecución 

de hipoteca, y No Ha Lugar la causa de acción por nulidad y daños 

incoada por el apelante.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

modificamos la Sentencia apelada. 

I. 

El 11 de julio de 2014, el señor Ángel Rafael Delgado Pol 

(señor Delgado Pol) y el señor Manuel Francisco Pietri Vélez (señor 

Pietri Vélez o apelado) suscribieron dos Escrituras de Compraventa, 

Número 5 y 6, ante la Notario Belmari Vélez Plaza. Mediante las 

 
1 Mediante la Orden Administrativa TA 2020-004 se designa al Hon. Ángel R. 

Pagán Ocasio en sustitución del Hon. Miguel P. Cancio Bigas, quien se acogió al 

retiro el 31 de diciembre de 2019.   
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mismas, el señor Delgado Pol le vendió al señor Pietri Vélez dos (2) 

inmuebles. El inmueble vendido mediante la Escritura Núm. 5 

(Finca A) cuenta con la siguiente descripción física: 

RÚSTICA: Parcela de terreno radicado en el Barrio Buenos 
Aires de Lares, Puerto Rico, con una cabida superficial de 
ONCE MIL NOVECIENTOS SETENTA PUNTO DOS MIL 
CUATROCIENTOS DOCE METROS CUADRADOS 
(11970.2412 M/C) equivalentes a TRES PUNTO CERO 
CUATROCIENTOS CINCUENTA Y SEIS CUERDAS (3.0456 
CDAS) cuyos lindes son: al Norte en treinta y siete punto dos 
mil novecientos metros con solar vendido por don Gilberto 
Morales y cincuenta y seis punto cero quinientos noventa 
metros con Elías Morales; al SUR, en ochenta y cinco punto 

seis mil cincuenta metros con remanente de la finca; al 
ESTE, en cuento treinta y cinco punto dos mil quinientos 
dieciséis metros y cuarenta y cinco punto seis mil 
cuatrocientos tres metros con Miguel A. Rivera, treinta y 
ocho punto tres mil seiscientos sesenta y un metro con 
terreno vendido por Gilberto Morales y en ocho alineaciones 
con Uso Público que separa la carretera municipal.  
 
Inscrita en el folio ciento treinta y cinco (135) del Tomo 
trescientos cincuenta y ocho (358) de Lares, Finca diecisiete 
mil quinientos ochenta y siete (17,587), Inscripción Primera. 
 

 Por su parte, el inmueble vendido mediante la Escritura Núm. 

6 (Finca B) cuenta con la siguiente descripción física:  

RÚSTICA: Remanente de finca radicado en el Barrio Buenos 
Aires del término municipal de Lares, Puerto Rico con una 
cabida superficial de TREINTA MIL CERO SETENTA Y SIETE 
PUNTO CUATRO MIL SEISCIENTOS TREINTA Y SIETE 
METROS CUADRADOS (30,077.4637 M/C) equivalentes a 
SIETE PUNTO SEIS MIL QUINIENTOS VEINTISEIS DIEZ 
MILÉSIMAS DE CUERDAS (7.6526 CDAS.) cuyos lindes son; 
al NORTE con Carmen Tellado y segregación actual; al SUR, 
uso público que separa de carretera municipal y José Arce 
Mejías; al ESTE, David Alicea, parcelas de la Puerto Rico 
Reconstruction Administration y José Arce Mejías; y al 
OESTE, segregación actual. 
 
Inscrita al folio cincuenta y cinco (55) del Tomo trescientos 

sesenta y uno (361) de Lares, Finca cuatro mil ochocientos 
doce (4,812), Inscripción Undécima (11). 
 

 El precio de venta por ambos inmuebles fue de $165,000.00. 

Como parte de lo acordado, el señor Pietri Vélez asumiría la hipoteca 

que gravaba la Finca A, de la cual era acreedora la Cooperativa de 

Ahorro y Crédito de Cabo Rojo (Cooperativa). La misma tenía un 

balance de $89,872.39 al momento de llevarse a cabo la 

compraventa del inmueble.  

 El mismo día en que se llevó a cabo la compraventa de las 

propiedades, 11 de julio de 2014, el señor Pietri Vélez otorgó dos 
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(2) Escrituras de Hipoteca2 gravando ambas propiedades, las cuales 

fueron inscritas en el Registro de la Propiedad.3 Las mismas 

constituían hipotecas voluntarias garantizadas mediante un solo 

pagaré al portador por la cantidad de $75,000.00, intereses por 

$7,000.00 y $7,500.00 para gastos, costas y honorarios de abogado. 

En aquel momento, el pagaré estaba en manos del señor Delgado 

Pol. Sin embargo, no se dispuso la responsabilidad hipotecaria de 

cada una de las propiedades enajenadas, pues de las escrituras 

no surge una distribución del gravamen hipotecario.  

 El 4 de febrero de 2015, el señor Delgado Pol presentó una 

Demanda por incumplimiento de contrato, cobro de dinero, 

reivindicación, resolución y daños contra el señor Pietri Vélez. Alegó, 

entre otras cosas, que el señor Pietri Vélez había incumplido con el 

pago de lo acordado, por lo que solicitó la resolución del negocio 

jurídico y la reivindicación de las fincas comprometidas. 

 En algún momento dado que no surge con claridad, el señor 

Delgado Pol cedió al señor González González el pagaré en 

controversia. Por dicha razón, el 29 de febrero de 2016, el señor 

González González presentó una solicitud de intervención en el 

pleito incoado por el señor Delgado Pol contra el señor Pietri Vélez. 

 Según surge del expediente, el 28 de julio de 2016, el señor 

Pietri Vélez vendió al señor Edgardo Crespo Rodríguez la Finca B 

mediante Escritura Núm. 16 otorgada ante el Notario Ramón A. 

Hernández Rivera.4 La escritura advertía que el inmueble objeto del 

negocio jurídico estaba envuelto en un pleito judicial, y sobre las 

 
2 Escrituras Núm. 7 y 8 ante la misma Notario. 
3 La propiedad descrita en la Escritura Núm. 5 de compraventa fue gravada 

mediante hipoteca constituida en Escritura Núm. 7, mientras que la propiedad 

descrita en la Escritura Núm. 6 de compraventa fue gravada mediante hipoteca 

constituida en Escritura Núm. 8.  
4 El precio de compraventa acordado fue de $117,500.00, de los cuales el señor 

Crespo Rodríguez retendría $82,500.00 para el pago de la hipoteca que gravaba 

la propiedad. 
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posibles consecuencias que ello podría tener sobre los derechos del 

adquiriente. La misma fue inscrita en el Registro de la Propiedad. 

 Cabe mencionar que el 29 de noviembre de 2016, en una 

acción judicial independiente5 presentada por la Cooperativa por 

falta de pago sobre la finca descrita en la Escritura Núm. 5 de 

compraventa (Finca A), el TPI emitió una Sentencia mediante la cual 

ordenó la ejecución de la hipoteca.   

 El 12 de enero de 2017, mientras el pleito en controversia 

seguía corriendo, el señor Pietri Vélez y el señor Crespo Rodríguez 

suscribieron la Escritura Núm. 3 sobre Acta Aclaratoria y de 

Subsanación ante el Notario Ramón A. Hernández Rivera. Mediante 

la misma, las partes determinaron la cantidad por la cual cada finca 

respondería del gravamen hipotecario, disponiendo que cada una 

respondería por $37,500.00 con intereses, gastos y honorarios de 

abogado en partes iguales. A pesar de ostentar el pagaré al portador, 

el señor González González no fue notificado del otorgamiento de 

esta Escritura. La misma fue inscrita en el Registro de la Propiedad.  

El 13 de julio de 2018, el señor Delgado Pol solicitó el 

desistimiento con perjuicio de su reclamación contra el señor Pietri 

Vélez, por lo que posteriormente se dictó Sentencia archivando dicha 

causa de acción. Luego de otros trámites procesales, el 29 de mayo 

de 2018, el señor González González presentó una Moción de 

Sentencia Sumaria, alegando que no existía controversia en cuanto 

a que no se había pagado la deuda constituida mediante pagaré al 

portador. Además, sostuvo que procedía decretar la nulidad de la 

Escritura Núm. 3 de Acta Aclaratoria y de Subsanación suscrita por 

los señores Pietri Vélez y Crespo Rodríguez, toda vez que él, siendo 

el portador del pagaré hipotecario, no había brindado su 

consentimiento para dicho negocio jurídico. 

 
5 Caso Núm. L3CI201500184. 
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 Mediante Sentencia del 12 de septiembre de 2018, el TPI 

declaró Ha Lugar la causa de acción de cobro de dinero y ejecución 

de hipoteca. Sin embargo, declaró No Ha Lugar la causa de acción 

por nulidad y daños incoada por el apelante. Determinó que la 

Escritura Núm. 3 de Acta Aclaratoria y de Subsanación suscrita por 

los señores Pietri Vélez y Crespo Rodríguez era válida, pues no 

existía impedimento en ley que prohibiera que el señor Pietri Vélez 

unilateralmente distribuyera a cada finca la cantidad por la cual 

respondería hipotecariamente. A tenor con ello, determinó que la 

deuda constituida mediante el pagaré al portador ($75,000.00 más 

intereses, costas y honorarios de abogado) se dividía en partes 

iguales entre las dos (2) fincas, según fue estipulado en la Escritura 

Núm. 3 de Acta Aclaratoria y de Subsanación. El TPI reconoció que 

una de las fincas en controversia había sido ejecutada, por lo que 

concluyó que solamente quedaba disponible la Finca B para ser 

ejecutada por la cantidad de $37,500.00 de principal, más intereses 

por $3,500.00, y $3,750.00 para gastos, costas y honorarios de 

abogado.  

 Así pues, el TPI concluyó que el señor Pietri Vélez estaba 

obligado a pagarle al señor González González la totalidad del pagaré 

al portador. Dispuso que la Finca B, de la cual era dueño el señor 

Crespo Rodríguez, podía ser ejecutada por el señor González 

González “para cubrir cualquier deficiencia del balance adeudado 

por el demandado hasta un máximo de $44,750.00 […]”6. Indicó 

que, de no satisfacerse la Sentencia luego de ésta advenir final y 

firme, a solicitud del señor González González, se ordenaría la venta 

en pública subasta de la Finca B.  

El señor González González presentó una Reconsideración, la 

cual fue declarada No Ha Lugar mediante Resolución del 3 de 

 
6 Apéndice del recurso, a la pág. 13.  
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diciembre de 2018. No conforme, el apelante acude ante este 

Tribunal de Apelaciones y nos plantea la comisión del siguiente 

señalamiento de error:  

Erró el Tribunal de Primera Instancia al concluir que es 
válida la escritura denominada “Acta Aclaratoria y de 
Subsanación” otorgada unilateralmente por los apelados, sin 
consentimiento del acreedor hipotecario y sin orden del 
tribunal, esto para modificar los términos de hipotecas 
inscritas en Registro de la Propiedad y cuyo pagaré al 
portador garantizado ya había sido objeto de negociación, 
esto en violación de las disposiciones del Art. 104  de la Ley 
Hipotecaria de 1979, 30 LPRA sec. 2354; y del Artículo 157.1 
del Reglamento General para la Ejecución de la Ley 

Hipotecaria y del Registro de la Propiedad (Reglamento 2674, 
entonces vigente).  

El 15 de febrero de 2019, el señor Pietri Vélez presentó su 

Oposición a Petición de Apelación. Con el beneficio de los escritos 

mencionados y el expediente ante nos, estamos en posición de 

resolver.  

II. 

A. 

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal 

extraordinario y discrecional, que tiene el propósito de facilitar la 

solución justa y rápida de los litigios y casos civiles que no presenten 

controversias genuinas de hechos materiales y que, por lo tanto, no 

ameritan la celebración de una vista en su fondo. Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010); Reyes Sánchez v. Eaton 

Electrical, 189 DPR 586, 594 (2013). Se trata de un mecanismo para 

aligerar la tramitación de un caso, cuando de los documentos que 

acompañan la solicitud surge que no existe disputa sobre algún 

hecho material y lo que procede es la aplicación del derecho. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, pág. 214. 

Al respecto, la Regla 36.1 de las de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 36.1, dispone que un reclamante debe “presentar 

una moción fundada en declaraciones juradas o en aquella 

evidencia que demuestre la inexistencia de una controversia 

sustancial de hechos esenciales y pertinentes, para que el tribunal 
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dicte sentencia sumariamente a su favor sobre la totalidad o 

cualquier parte de la reclamación solicitada”. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico, ha declarado 

enfáticamente que quien se opone a una solicitud de sentencia 

sumaria tiene que ceñirse a ciertas exigencias en lo atinente a los 

hechos. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 432 

(2013). Esto es, recae sobre el oponente la obligación de citar 

específicamente los párrafos, según enumerados en el escrito de 

sentencia sumaria, que entiende están en controversia, y para cada 

uno, detallar la evidencia admisible que fundamenta su alegación, y 

especificar la página o sección de la evidencia que contradice o 

refuta el hecho. Id.; Regla 36.3 (b)(2) de las de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R. 36.3 (b)(2). Además, el oponente puede someter 

hechos materiales adicionales que alegadamente no están en 

controversia y que impiden la solución sumaria del conflicto. SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 432. De así hacerlo, tiene 

la responsabilidad de, al igual que el proponente, enumerar los 

hechos en párrafos separados e indicar la pieza de evidencia que 

sostiene el hecho, con referencia específica a la parte de la evidencia 

que lo apoya. Id.; Regla 36.3 (b)(3) de las de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 36.3 (b)(3). 

En Meléndez González et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 122 

(2015), el TSPR declaró: 

La parte que se opone a una Moción de Sentencia Sumaria 
tiene el deber de presentar una Oposición a la solicitud 
presentada y, de acuerdo con los requisitos de forma que 
exige la citada Regla 36 de Procedimiento Civil, traer a la 
atención del Tribunal la evidencia que demuestra que existen 
hechos materiales en controversia. 

 

Por otro lado, la Regla 36.3 (c) de las de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R. 36.3 (c), dispone que “la parte contraria no podrá 

descansar solamente en las aseveraciones o negaciones contenidas 

en sus alegaciones, sino que estará obligada a contestar en forma 
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tan detallada y específica, como lo haya hecho la parte promovente. 

[De lo contrario], se dictará la sentencia sumaria en su contra si 

procede”. En armonía con lo anterior, aquella parte que se oponga a 

que se dicte sentencia sumaria no puede cruzarse de brazos y 

descansar en sus alegaciones. Córdova Dexter v. Sucn. Ferraiuoli, 

182 DPR 541, 556 (2011); Piovanetti v. S.L.G. Touma, S.L.G. Tirado, 

178 DPR 745, 774 (2010). 

Así pues, al dictar sentencia sumaria el Tribunal de Primera 

Instancia analizará los documentos que acompañan la moción del 

proponente y los documentos incluidos en la del opositor y aquellos 

otros que obren en el expediente del Tribunal. Si procede en derecho 

y si el oponente no responde de forma detallada y específica a una 

solicitud debidamente formulada, entonces el Tribunal dictará 

sentencia sumaria a favor del promovente. Regla 36.3 (b)(2) de las 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3 (b)(2); SLG Zapata-

Rivera v. J.F. Montalvo, supra. 

Por otro lado, corresponde al foro sentenciador determinar si 

el oponente controvirtió algún hecho material o si hay alegaciones 

de la demanda que no han sido controvertidas o refutadas en forma 

alguna por los documentos. López v. Miranda, 166 DPR 546, 562-

563 (2005). De la misma forma, el juzgador tiene la potestad de 

excluir aquellos hechos, de cualquiera de las partes, que no hayan 

sido correctamente enumerados o que no tengan correlación 

específica a la evidencia admisible que alegadamente los sostiene. 

Regla 36.3 (d) de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3 

(d); SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 433. 

 Debemos añadir que el juzgador no está obligado a tomar en 

cuenta aquellas partes de las declaraciones juradas o de cualquier 

otra evidencia admisible que no esté particularmente citada por las 

partes en el escrito correspondiente. SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, supra, pág. 433. Sin embargo, toda duda en cuanto a la 
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existencia de una controversia debe resolverse en contra de la parte 

que solicita la sentencia sumaria. Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 

332-333 (2004); Córdova Dexter v. Sucn. Ferraiuoli, supra. 

Por último, en Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, 

págs. 118-119, el TSPR estableció el estándar específico que debe 

utilizar el Tribunal de Apelaciones para la revisión de la procedencia 

de una sentencia sumaria: 

Primero, reafirmamos lo que establecimos en Vera v. Dr. 
Bravo […], a saber: el Tribunal de Apelaciones se encuentra 

en la misma posición del Tribunal de Primera Instancia al 
momento de revisar Solicitudes de Sentencia Sumaria. En 
ese sentido, está regido por la Regla 36 de Procedimiento 
Civil, supra, y aplicará los mismos criterios que esa regla y 
la jurisprudencia le exigen al foro primario. Obviamente, el 
foro apelativo intermedio estará limitado en el sentido de que 
no puede tomar en consideración evidencia que las partes no 
presentaron ante el Tribunal de Primera Instancia y tampoco 
adjudicar los hechos materiales en controversia, ya que ello 
le compete al foro primario luego de celebrado un juicio en 
su fondo. La revisión del Tribunal de Apelaciones es una de 
novo y debe examinar el expediente de la manera más 
favorable hacia la parte que se opuso a la Moción de 
Sentencia Sumaria en el foro primario, llevando a cabo todas 
las inferencias permisibles a su favor.  

 
Segundo, por estar en la misma posición que el foro 
primario, el Tribunal de Apelaciones debe revisar que tanto 
la Moción de Sentencia Sumaria como su Oposición cumplan 
con los requisitos de forma codificados en la Regla 36 de 
Procedimiento Civil, supra, y discutidos en SLG Zapata-
Rivera v. JF Montalvo, …. 

 
Tercero, en el caso de revisión de una Sentencia dictada 
sumariamente, el Tribunal de Apelaciones debe revisar si en 
realidad existen hechos materiales en controversia. De 
haberlos, el foro apelativo intermedio tiene que cumplir con 
la exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe 
exponer concretamente cuáles hechos materiales encontró 
que están en controversia y cuáles están incontrovertidos. 
Esta determinación se puede hacer en la Sentencia que 
disponga del caso y puede hacer referencia al listado 
numerado de hechos incontrovertidos que emitió el foro 
primario en su Sentencia. 
 
Cuarto, y, por último, de encontrar que los hechos 
materiales realmente están incontrovertidos, el foro apelativo 
intermedio procederá entonces a revisar de novo si el 
Tribunal de Primera Instancia aplicó correctamente el 
Derecho a la controversia. (Énfasis en el original y citas 
omitidas). 

 

B. 

 La Ley de Transacciones Comerciales, Ley Núm. 208-1995, 

según enmendada, 19 LPRA sec. 401 et seq. (Ley Núm. 208-1995), 

regula todo lo pertinente a los instrumentos negociables y 
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transacciones comerciales en Puerto Rico. La sección 2-104(a) de la 

referida Ley define el concepto de instrumento negociable como:  

[...] una promesa o una orden incondicional de pago de una 
cantidad específica de dinero, con o sin intereses u otros 
cargos descritos en la promesa u orden, si el mismo: 
 

(1)  Es pagadero al portador o a la orden al momento de 
su emisión o cuando primero adviene a la posesión de 
un tenedor; 

(2)  es pagadero a la presentación o en una fecha 
específica, y 

(3)  no especifica otro compromiso o instrucción por parte 
de la persona que promete u ordena el pago que no 
sea el pago del dinero, pero la promesa u orden puede 
contener:  

 
(A) un compromiso o poder para dar, 

mantener o proteger colateral para 
garantizar el pago,  

(B)  una autorización o poder al tenedor para 
admitir sentencia o liquidar la colateral o 
disponer de ella de otra forma, o  

(C) una renuncia al beneficio de cualquier ley 
que exista concediéndole una ventaja o 
protección a un deudor.  19 LPRA sec. 
504(a). Véase, además, COSSEC et al. v 
González López et al, 179 DPR 793, 799 
(2010).  

 

 Entre los instrumentos negociables más utilizados en el 

comercio se destacan los cheques, los giros, las letras de cambio y 

los pagarés. COSSEC et al. v. González López et al., supra. En cuanto 

al pagaré, la Ley Núm. 208-1995 lo define como una promesa, 

concepto que a su vez define como “un compromiso escrito de pagar 

dinero suscrito por la persona que se obliga a pagar”. 19 LPRA sec. 

503(a)(9). La Ley Núm. 208-1995 define el concepto de pagaré al 

portador o a la orden como una promesa u orden que:  

(1) especifica que es pagadera al portador o a la orden del 
portador o de otra forma indica que la persona en 
posesión de la promesa u orden tiene derecho al pago;  

(2)  no designa un tomador;  
(3)  especifica que es pagadera a, o a la orden de, efectivo o 

de otra forma indica que no es pagadera a una persona 

identificada.  19 LPRA sec. 509. 

 

A su vez, referida Ley define el término portador como “la 

persona en posesión de un instrumento, documento de título, o 

valor con certificado pagadero al portador o endosado al blanco.” 19 

LPRA sec. 451 (5).  Nuestro Tribunal Supremo ha definido el pagaré 
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al portador como un crédito a ser pagado a la persona que tenga el 

título en su poder, al que lo presenta – sea quien fuere – toda vez 

que el mismo se transmite por la mera entrega, sin requerir endoso 

o formalidad alguna. Haedo Castro v. Roldán Morales, Op. de 17 de 

septiembre de 2019, 2019 TSPR 176, 203 DPR ___ (2019). Asimismo, 

ha señalado que:  

[e]stos títulos al portador, por no ser nominativos y por no 
determinarse en su constitución la persona del acreedor, 
representan un crédito a ser pagado a la persona que tenga 
el título en su poder, al que lo presenta, sea quien fuere, toda 

vez que se transmite por la simple entrega, sin necesidad de 
endoso ni formalidad alguna; la simple entrega representa su 
transmisión. FDIC v. Registrador, 111 DPR 602, 605 (1981) 
citando a Morell y Terry, Comentarios a la Legislación 
Hipotecaria, Madrid, Ed. Reus, 1930, T.4: Ed. Reus, 1930, 
T.4; 2da ed., págs. 258 y ss. 

 

Según establecido, el crédito concedido está incorporado al 

pagaré, por lo que quien lo ostente de buena fe tendrá todos los 

derechos procesales y sustantivos relacionados al mismo. FDIC v. 

Registrador, supra, pág. 607. “El adquiriente no tiene que acudir al 

Registro ni a investigar si su transferente es titular registral, ni a 

inscribir su título”. Íd. Así pues, la mera transferencia del pagaré le 

confiere legitimidad al nuevo portador para reclamar el pago. Lozada 

Merced v. Registrador, 100 DPR 99, 104 (1971).  

Dicho eso, sabido es que un pagaré puede garantizarse con 

una hipoteca, la cual se considera un “derecho real de realización 

del valor, en su función de garantía de una obligación pecuniaria, 

de carácter accesorio e indivisible, de constitución registral, que 

recae directamente sobre bienes inmuebles, ajenos y enajenables, 

que permanecen en la posesión del propietario”. Westernbank v. 

Registradora, 174 DPR 779 (2008). La misma se considera un 

contrato accesorio a una obligación principal previamente 

constituida entre un deudor y su acreedor. Como en todo contrato, 

su validez requiere que concurran el consentimiento, el objeto y la 

causa. 31 LPRA sec. 3391. Véase, además, Romero v. S.L.G. Reyes, 

164 DPR 721 (2005). 
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El contrato de hipoteca vincula lo hipotecado, 

independientemente de quien sea su titular, a poder exigir su valor 

en garantía de la efectividad de alguna obligación dineraria. Luis 

Rafael Rivera Rivera, Derecho Registral Inmobiliario Puertorriqueño 

482 (2002), citando a Roca Sastre, Derecho Hipotecario, Tomo VII, 

págs. 113-114. Este derecho es “de carácter accesorio, indivisible, 

de constitución registral, y grava bienes inmuebles, ajenos y 

enajenables, que permanecen en posesión de su propietario o 

titular, y el cual implica un poderoso instrumento del crédito 

territorial.” Íd. La hipoteca está subordinada a la obligación 

principal en su existencia y extinción. Liechty v. Descartes Saurí, 

109 DPR 496 (1980). En otras palabras, la hipoteca subsiste 

efectivamente mientras tenga vida el crédito garantizado. 

Nuestro Código Civil establece que, para que una hipoteca sea 

válida, es necesario que: (1) se constituya para asegurar el 

cumplimiento de una obligación principal; (2) que el inmueble 

hipotecado pertenezca al que pretende hipotecarlo; y (3) referida 

persona tiene la libre disposición de sus bienes. 31 LPRA sec. 5001. 

Para que el derecho real constituido mediante hipoteca quede 

debidamente establecido, el mismo debe ser plasmado en escritura 

pública que sea inscrita en el Registro de la Propiedad. 31 LPRA sec. 

5042. Para que ello ocurra, la escritura de hipoteca debe cumplir 

con ciertos requisitos de forma y con el principio de especialidad. 

Como parte de ello, y en lo pertinente al caso ante nos, la antigua 

Ley Núm. 198 del 8 de agosto de 1979, conocida como la Ley 

Hipotecaria y del Registro de la Propiedad, disponía que, de 

hipotecarse varias fincas a la vez por un solo crédito, era necesario 

determinar la cantidad o parte del gravamen por la cual cada una 

responde. 30 LPRA sec. 2566.7 

 
7 Ello fue reiterado en el Artículo 71 de la Ley Núm. 210-2015, conocida como la 

Ley del Registro de la Propiedad Inmobiliaria de Puerto Rico, 30 LPRA sec. 6098. 
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 De igual manera, el antiguo Reglamento Núm. 2647 del 9 de 

julio de 1980, según enmendado, conocido como el Reglamento 

General para la Ejecución de la Ley Hipotecaria del Registro de la 

Propiedad, establecía lo siguiente en su Artículo 157.1: 

No se inscribirá ninguna hipoteca sobre varias fincas, 
derechos reales o porciones ideales de unas y otros, afectos 
a una misma obligación, sin que por convenio de las partes, 
o por mandato judicial, en su caso, se determine previamente 
la cantidad de que cada finca porción o derecho deba 
responder. Los interesados podrán acordar la distribución en 
el mismo título inscribible o en otro documento público. […]8  
 

 Dicho eso, nuestro Tribunal Supremo ha determinado que las 

hipotecas constituidas en garantía de un pagaré al portador no son 

una excepción a este principio de distribución de responsabilidad. 

Fuster Fuster v. Registrador, 88 DPR 475, 478 (1963), citando Gómez 

v. Registrador, 35 DPR 60 (1926). Las hipotecas constituidas en 

garantía de un pagaré al portador se consideran contratos 

unilaterales, que no requieren de la presencia del acreedor para su 

formulación. Sin embargo, tan pronto como se negocia dicho 

pagaré al portador, el contrato se convierte en uno bilateral. En 

cuanto a ello, nuestro más alto foro ha reiterado que:  

la escritura de hipoteca en garantía de un pagaré hipotecario 
al portador no es un contrato bilateral en el momento de su 
otorgamiento, ni puede ser considerada como tal hasta que 
el pagaré haya sido negociado por el deudor mediante su 
entrega a la persona que a su vez le entrega el importe del 
préstamo. Pero tan pronto como el deudor recibe el importe 
del préstamo y el acreedor acepta el pagaré, como evidencia 
de la deuda, la oferta contenida en la escritura de hipoteca 
se convierte en un contrato válido y obligatorio para una y 

otra parte contratante. RG v. Registradora, 162 DPR 602, 
610-11 (2004) citando Liechty v. Descartes Sauri, 109 DPR, 
496 (1980) y Morales v Registrador, 54 DPR 546, 548 (1939).  

III. 

En el caso que nos ocupa, el apelante alega que el TPI incidió 

al reconocer como válida la Escritura Núm. 3 de Acta Aclaratoria y 

de Subsanación otorgada unilateralmente por los señores Pietri 

 
8 Ello fue reiterado en el actualmente vigente Reglamento Núm. 8814 del 14 de 
septiembre de 2016, conocido como Reglamento General para la Ejecución de la 

Ley del Registro de la Propiedad Inmobiliaria del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico, en su regla 71.1. 
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Vélez y Crespo Rodríguez sin el consentimiento del acreedor 

hipotecario. Aduce que ello no debió ser así, pues la referida 

escritura modifica términos de las hipotecas que fueron inscritas y 

cuyo pagaré al portador ya había sido objeto de negociación. El 

apelante arguye que los señores Pietri Vélez y Crespo Rodríguez no 

podían hacer una distribución de responsabilidad unilateralmente 

luego de haber negociado el pagaré hipotecario, mucho menos 

cuando había un pleito pendiente donde se exigía el pago de la 

deuda. También sostiene que el TPI debió haber tomado en 

consideración varios factores, incluyendo el hecho de que una de las 

fincas en controversia ya había sido ejecutada mediante un 

procedimiento judicial independiente, lo que imposibilitaba asignar 

alguna porción a la misma.  

En fin, el apelante solicita que se revoque la Sentencia emitida 

y que se declare nula la Escritura Núm. 3 de Acta Aclaratoria y de 

Subsanación. Además, solicita que se emita un mandato judicial 

reconociendo que una de las fincas en controversia ya fue ejecutada, 

por lo que la finca restante responde por la totalidad de la hipoteca 

constituida mediante pagaré al portador que ostenta en su poder.  

 Por su parte, el señor Pietri Vélez arguye que el planteamiento 

hecho por el apelante es uno erróneo, pues la Escritura Núm. 3 de 

Acta Aclaratoria y de Subsanación se hizo para dar cumplimiento 

con el requisito exigido por ley sobre la distribución de 

responsabilidad. Alega que, según dispuesto por nuestro Tribunal 

Supremo en el caso de Fuster Fuster v. Registrador, supra, para 

efectuar la distribución de responsabilidad de una hipoteca 

voluntaria garantizada por un pagaré al portador no se requiere el 

consentimiento del acreedor, pues se trata de un instrumento 

negociable. No le asiste la razón.  

 Según surge del expediente ante nos, los señores Pietri Vélez 

y Crespo Rodríguez suscribieron la Escritura Núm. 3 de Acta 
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Aclaratoria y de Subsanación el 12 de enero de 2017, sin 

intervención alguna del apelante, quien se conocía portaba el 

pagaré. Mediante la misma, dispusieron que, a modo de corregir la 

falta de distribución de responsabilidad en las escrituras de 

hipoteca suscritas, la deuda garantizada por el pagaré al portador 

se dividía en partes iguales entre las dos (2) fincas hipotecadas. 

Como bien indicamos anteriormente, tanto el reglamento 

hipotecario aplicable a los hechos, como el actualmente vigente, 

requieren de un convenio entre las partes o un mandato judicial 

para poder determinar la distribución de responsabilidad de varias 

fincas que responden por una misma obligación. Ello no sucedió en 

el presente caso. El señor Pietri Vélez unilateralmente suscribió la 

Escritura Núm. 3 de Acta Aclaratoria y de Subsanación con el señor 

Crespo Rodríguez, sin incluir al apelante, que se conocía ostentaba 

el pagaré.  

Contrario a lo alegado por el apelado, el caso de Fuster Fuster 

v. Registrador, supra, no es aplicable al presente caso, pues aquí 

hubo un pagaré que fue negociado. En cuanto a ello, nuestro 

Tribunal Supremo ha determinado que un contrato de hipoteca en 

garantía de un pagaré al portador se convierte en bilateral tan 

pronto dicho instrumento se negocia mediante su entrega a la 

persona que, a su vez, entrega el importe del préstamo. Por lo tanto, 

cuando la Escritura Núm. 3 de Acta Aclaratoria y de Subsanación 

fue suscrita, existía un contrato bilateral válido y vinculante para 

las partes, incluyendo el acreedor de la deuda. A tenor con ello, 

dicha escritura carece de validez, toda vez que no contaba con el 

consentimiento de todas las partes envueltas en el negocio jurídico. 

Más aún si consideramos que los comparecientes acordaron 

distribuir la deuda entre dos (2) fincas, de las cuales una ya había 

sido ejecutada en un litigio independiente. Tomando eso en 

consideración, no existía la alternativa de distribuir una porción de 
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la deuda a la finca que fue ejecutada, pues la misma ya no estaba 

en posesión del deudor. Así pues, la totalidad de la deuda 

constituida mediante el pagaré al portador recaía sobre la finca que 

se encontraba en posesión del señor Crespo Rodríguez. En vista de 

lo anterior, colegimos que el señalamiento de error fue cometido.  

 De una revisión del expediente ante nos, encontramos que los 

hechos materiales están incontrovertidos.9 Siguiendo lo establecido 

en el caso de Meléndez González et al v. M. Cuebas, supra, este foro 

hizo una revisión de novo, y concluimos que el TPI erró en su 

aplicación del derecho en cuanto a la validez de la Escritura Núm. 3 

de Acta Aclaratoria y de Subsanación. Procede modificar la Sentencia 

apelada, a los fines de decretar la nulidad de referida escritura. 

Habiéndose ejecutado la Finca A, decretamos que la Finca B 

responde por la totalidad de la hipoteca constituida mediante pagaré 

al portador que ostenta en su poder el señor González González. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se modifica la Sentencia 

apelada, a tenor con lo anteriormente descrito. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís   
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

   
 

 
9 Cabe mencionar que no pudimos revisar la Oposición a la Solicitud de Sentencia 

Sumaria, pues la misma no fue incluida por ninguna de las partes en el 

expediente.  


